
 

MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

A – 160 

Proceso: Ejecutivo 

Demandante: Sergio Pabón Zamora y otros. 

Demandados: Empresa Metropolitana de Buses Combuses S.A. 

Radicado: 050013103 010 2011 00005 01 

Procedencia: Juzgado 2o Civil del Circuito de Ejecución de Medellín.  

Tema: Los Acuerdos sobre suspensión de términos emitidos por el Consejo 

Superior de la Judicatura, sin salvedad de los de inactividad procesal de cara 

al desistimiento tácito, impiden contabilizar para tales efectos el tiempo de 

suspensión. 

 

Medellín, Trece (13) de Diciembre del dos mil veintitrés. 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

como subsidiario al de reposición por el señor apoderado de la parte actora 

contra el auto proferido el pasado 24 de octubre, mediante el cual se dispuso 

la terminación del proceso por desistimiento tácito. 

 

ANTECEDENTES 

 



En el proceso de la referencia, mediante auto del pasado 24 de octubre, el a-

quo diciendo advertir que la última actuación data del 11 de octubre de 2021, 

habiendo transcurrido desde entonces más de dos años de inactividad, 

declaró terminado el proceso por desistimiento tácito. 

 

Inconforme, el señor apoderado de los demandantes interpuso los recursos 

de reposición y, en subsidio, apelación, reprochando, de un lado, la omisión 

del juez de la actuación realizada el 22 de octubre de 2021 cuando vía correo 

electrónico el juzgado respondió a una solicitud suya elevada el día 20, 

remitiéndole las piezas procesales solicitadas; y, de otra parte, no tuvo en 

cuenta las suspensiones de términos dispuestas por el Consejo Superior de la 

Judicatura, así:  

 

“i) Mediante acuerdo PCSJA23-12089 del 13 de septiembre de 2023, se 

ordenó, en su artículo primero: “suspender los términos judiciales, en todo el 

territorio nacional, a partir del 14 y hasta el 20 de septiembre de 2023, 

inclusive, salvo para las acciones de tutela, los habeas corpus y la función de 

control de garantías”. Este término, es equivalente a 5 días hábiles”.  

 

“ii) Mediante acuerdo CSJANTA22-263 del 2 de diciembre 2022: "Por 

medio del cual se autoriza por motivos de cambio de sede, el cierre y la 

suspensión de términos de 5 los despachos de especialidad Civil Municipal y 

Circuito de Ejecución de Sentencias de Medellín y sus Oficinas de Apoyo (...)" 

En el cronograma dispuesto en el acuerdo del 2 de diciembre de 2022, se 

establecieron 4 días hábiles de suspensión desde el 13 de diciembre de 2022 

hasta el 16 de diciembre de 2022. Bajo estas circunstancias, el término a 

contabilizar debe tener en cuenta el total de 9 días hábiles adicionales, 



resultado de la sumatoria de las dos suspensiones de términos, por lo que el 

término de 2 años previsto por la norma vencería el viernes, 3 de noviembre 

de 2023” 

 

El recurso horizontal fue despachado negativamente por auto del 16 de 

noviembre tras aducirse, frente al primer argumento, que las constancias 

secretariales no son actuaciones procesales sino meras formalidades 

administrativas, pero que en todo caso lo solicitado en el memorial no 

impulsaba el proceso; y, en relación con el segundo, dice remitir a los incisos 

7 y 8 del artículo 118 del C.G.P. a cuyo tenor 

 

“Cuando el termino sea de meses o de años, su vencimiento tendrá 

lugar el mismo día que empezó a correr del correspondiente mes o 

año. Si este no tiene ese día, el termino vencerá el último día del respectivo 

mes o año. Si su vencimiento ocurre en día inhábil se extenderá hasta el 

primer día hábil siguiente. En los términos de días no se tomarán en cuenta 

los de vacancia judicial ni aquellos en que por cualquier circunstancia 

permanezca cerrado el juzgado”. 

 

En oportunidad, el recurrente adicionó nuevos argumentos a su apelación 

expresando que las actuaciones de fechas 20 y 22 de octubre de 2021 deben 

ser valoradas porque tenían vocación de impuso del proceso toda vez que en 

la primera fecha se solicitó al despacho información sobre una respuesta en 

relación con orden proferida por auto del 11 de octubre que además derivó 

de una solicitud elevada al despacho a fin de proceder con la medida cautelar 

de embargo de dineros depositados en cuentas bancarias de la demandada. 

Y que siendo este un proceso ejecutivo donde no existe controversia alguna 



sobre la existencia del derecho, lo realizado es acto tendiente a lograr la 

cautela de bienes o derechos del deudor en pro de la satisfacción del crédito. 

 

En punto a la suspensión de términos dispuesta por el Consejo Superior de la 

Judicatura en los Acuerdos reseñados manifiesta que persigue fines distintos 

a lo establecido por el artículo 118 del C.G.P. “A modo de ejemplo, el Acuerdo 

PCSJA23-12089 del 13 de septiembre de 2023, en su motivación, establece 

que “no es posible restablecer el servicio de manera inmediata y con el fin de 

asegurar el acceso y los servicios de administración de justicia, el debido 

proceso y demás garantías procesales, el Consejo Superior de la judicatura 

considera necesario suspender los términos judiciales, salvo para las acciones 

de tutela, hábeas corpus y la función de control de garantías en el territorio 

nacional”. Nótese, en principio, que su origen parte de unos principios 

relacionados con el acceso a la administración de justicia y que, además, 

establece sus propias excepciones, por lo que debe entenderse que su 

aplicabilidad procede para los demás términos, incluido el del desistimiento 

tácito previsto en el artículo 317 del CGP”. 

 

Para resolver el recurso de apelación se ofrecen las siguientes breves pero 

suficientes 

 

CONSIDERACIONES 

 

El desistimiento tácito es una forma de terminación anormal del proceso que 

puede presentarse, de acuerdo con su nueva regulación, bien por el 

incumplimiento de una carga procesal dentro del término establecido en el 

auto mediante el cual se requirió a la parte para dicho fin, ora por permanecer 



inactivo el proceso por un término superior a uno o dos años, según que el 

mismo cuente o no con sentencia o auto de seguir adelante la ejecución. 

 

Pues bien, aunque el literal C del numeral 2º del artículo 317 del C.G.P dispone 

que cualquier actuación de oficio o a petición de parte, de cualquier 

naturaleza, interrumpe los términos previstos en ese artículo, la Corte 

Suprema de Justicia dejó claro en su sentencia STC11191-2020, que no es 

cualquier solicitud que se presente la que tiene esa virtud, sino solo la que se 

encamine al cumplimiento de lo pretendido que es la marcha del proceso. En 

efecto, esto dijo la rectora de la jurisprudencia nacional: 

 

“4.- Entonces, dado que el desistimiento tácito» consagrado en el artículo 317 del 

Código General del Proceso busca solucionar la parálisis de los procesos para el 

adecuado funcionamiento de la administración de justicia, la «actuación» que 

conforme al literal c) de dicho precepto «interrumpe» los términos para se «decrete 

su terminación anticipada», es aquella que lo conduzca a «definir la controversia» o 

a poner en marcha los «procedimientos» necesarios para la satisfacción de las 

prerrogativas que a través de ella se pretenden hacer valer.  

 

En suma, la «actuación» debe ser apta y apropiada y para «impulsar el proceso» 

hacia su finalidad, por lo que, «[s]imples solicitudes de copias o sin propósitos serios 

de solución de la controversia, derechos de petición intrascendentes o inanes frente 

al petitum o causa petendi» carecen de esos efectos, ya que, en principio, no lo 

«ponen en marcha» (STC4021-2020, reiterada en STC9945-2020)”. 

 

Desde luego que la idoneidad de la actuación no puede calificarse con 

abstracción del estado del proceso, unas serán las actuaciones que 

califiquen como aptas para impulsarlo cuando se encuentre en etapa de 



integración del contradictorio, por ejemplo, y otras las que así puedan 

catalogarse cuando el proceso cuenta ya con sentencia y está en etapa 

de ejecución. Y para la suscrita magistrada no cabe duda que una 

petición tendiente a la concreción de solicitud de medidas cautelares, 

como es el caso de la elevada el 20 de octubre de 2021 por el apoderado 

de los ejecutantes, en un proceso que está pendiente solo de obtener la 

satisfacción del crédito, califica como apta para esa finalidad. Tampoco 

duda esta funcionaria que la remisión por parte de la secretaría del 

juzgado de la documentación solicitada por el abogado es actuación de 

impulso, pues estas no son solo las realizadas por el juez y por los 

apoderados de las partes. 

 

Ahora, la razón aducida por el señor juez a-quo para no descontar del 

término de inactividad procesal los días de suspensión dispuestos por el 

Consejo Superior de la Judicatura mediante los Acuerdos CSJANTA22-

263 del 2 de diciembre 2022 y PCSJA23-12089 del 13 de septiembre de 

2023, no es de recibo para este tribunal, pues si bien el artículo 118 del 

C.G.P. establece reglas para la contabilización de los términos que señala 

ese estatuto para la realización de los actos procesales, no puede 

desconocerse la posibilidad de que ocurran situaciones que obstaculicen  

el acceso a la administración de justicia y de paso el debido proceso, 

como las que dieron lugar a la expedición de tales Acuerdos y más hacia 

atrás, los expedidos por la misma entidad suspendiendo términos en casi 

todos los procesos, con motivo de la pandemia por covid-19. 

 



Es que, aunque el término de inactividad para efectos del desistimiento 

tácito en el evento previsto por el numeral 2º del artículo 317 del C.G.P 

se determine en años, 1 ó 2 según que el proceso cuente o no con 

sentencia ejecutoriada, no puede soslayarse que conforme al literal c) 

de dicho canon, cualquier actuación de impulso, de oficio o a petición 

de parte, interrumpe aquél. Por eso cualquier circunstancia que impida 

a las partes la posibilidad de realizar esos actos de impulso, desconoce 

su derecho de acceso a la administración de justicia y su derecho al 

debido proceso. Eso explica que el Consejo Superior de la Judicatura 

para enfrentar situaciones críticas, como las que dieron lugar a los 

citados Acuerdos, disponga la suspensión de términos, con las 

salvedades que a bien tenga señalar, y lo hace precisamente para 

garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia, el 

derecho de defensa, en resumen, el debido proceso. 

 

De suerte que si en este caso el proceso permaneció inactivo en la 

secretaría del juzgado desde el 22 de octubre de 2021, pero por virtud 

de los mencionados Acuerdos hubo suspensión de términos e incluso 

cierre de despachos entre el 13 y el 16 de diciembre de 2022; y 

suspensión de términos del 14 al 20 de septiembre de 2023, esto 

significa que durante esos 9 días hábiles no pudo el apelante realizar 

actuación alguna de impulso para interrumpir el término de inactividad, 

y siendo así, necesariamente el tiempo legalmente previsto para declarar 

terminado el proceso por desistimiento tácito apenas se completaría el 

2 de noviembre. 



 

Lo visto resulta suficiente para concluir que asiste razón al apelante y es 

por ello que la suscrita magistrada 

 

RESUELVE 

 

Primero: REVOCAR el auto de fecha y procedencia indicadas para que 

el proceso continúe su curso. 

 

Segundo: Remítanse las piezas digitales al despacho de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA. 

Magistrada. 

 

 

 

 

Firmado Por:

Piedad   Cecilia Velez   Gaviria



Magistrada

Sala 002 Civil

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: aa0480e686dc04ab9ea58bf0588071ccae2413d068d47447f64a737d53c71c6c

Documento generado en 14/12/2023 02:01:55 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


